	Boletín No. 1111�07-1.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que establece normas  acerca de la constitución jurídica y funcionamiento de las iglesias y organizaciones religiosas. 


___________________________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


I. Antecedentes


	El proyecto, radicado originalmente en esta Comisión desde el 2 de noviembre de 1993, fue enviado, por acuerdo adoptado en sesión 25ª, de fecha 2 de agosto de 1994, a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, la que  informó sobre él, por primera vez, con fecha 9 de agosto de 1995.


	La Corporación, por acuerdo adoptado en sesión 34ª, de miércoles 6 de septiembre de 1995, dispuso que el proyecto fuera remitido a esta Comisión con el propósito de tener una segunda opinión sobre la materia, en el entendimiento de que la Sala conocería el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, eventualmente, como segundo informe, el de esta Comisión, por lo cual las proposiciones de ella serían tratadas como indicaciones, en caso de discrepancia.


	Vuestra Comisión, en cumplimiento de ese mandato, acordó efectuar una audiencia pública el día miércoles 15 de noviembre de 1995, con el fin de escuchar a las instituciones o entidades que tuvieran interés en la materia a que se refiere el proyecto.


	Concurrieron a la referida audiencia, los Presbíteros Fernando Retamal y Juan Ignacio González, en representación de la Conferencia Episcopal de Chile; el Presidente de B’nai Brith, señor Sergio Bitrán; los señores Jaime Villalobos y Héctor Pino, de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días; los señores Pedro Lobato, Fernando Morras, Norman Arbona y Richard Orquera, de la Comunidad Religiosa Testigos de Jehová; la señora Ariaselva Ruz Durán, de la Primera Iglesia de Cristo Científica de Santiago; los señores Víctor Olivares, Francisco Anabalón, Emiliano Soto, Raúl Sánchez, Nadir Carreño, Emilio Paredes, Lee Iverson, Juan Alberto Rabah y señora Juana Albornoz, del Comité de Organizaciones Evangélicas (COE).


II. Observaciones formuladas al articulado del proyecto de ley contenido en el informe despachado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


	Los invitados formularon diversas observaciones a las disposiciones consideradas en el primer informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. Son las que se pasan a indicar.


	La primera observación se refiere a la acción popular, considerada en el proyecto, la que, en general, se consideró como una figura inconveniente, ya que cualquier tercero interesado, que pudiere sentirse perjudicado por los estatutos de una organización religiosa, podía deducir acciones judiciales.  En nuestro derecho positivo, la acción popular es excepcional y la establecida en el proyecto se concede a cualquier tercero, cuyo interés, además, no se define.  La procedencia de la acción judicial se califica en la sentencia definitiva, lo que producirá un problema de inseguridad jurídica para las entidades religiosas. Esto significaría la constitución de entidades jurídicas de segunda clase, que estarían siempre sometidas a cuestionamiento.


	Se coincidió en que la acción popular representa un riesgo, porque permite, a cualquier persona, tenga o no tenga interés, plantear una acción judicial, lo que permitiría que el juez decrete la suspensión de las actividades de la comunidad religiosa afectada.


	La segunda observación se refiere a la disposición que regula el culto, particularmente en cuanto dispone que sea público. 


Se estimó por algunos que era adecuada, porque se precave la existencia de asociaciones satánicas o que no tienen carácter religioso, situación que en el proyecto no se aborda, tal vez porque en el derecho común existen normas que permiten sancionar a quien pretenda utilizar las normas jurídicas aplicables a las iglesias para cometer actos en contra de la moral, las buenas costumbres y el orden público. 


También se manifestó que la norma en comento resultaba discriminante, parcial y vulneraba la igualdad ante la ley y la libertad religiosa, porque no todas las religiones tienen cultos que puedan constituir liturgias o ser de acceso público. Algunos de los invitados sostuvieron que el proyecto no tiene base constitucional, porque atenta contra la división de la iglesia y el Estado, ya que permite que éste se inmiscuya en distintas instancias de la formación de la iglesia misma, como también en su funcionamiento, ritos, credo, etcétera.  


Se expresó que la necesidad por la cual las iglesias requieren de un estatuto jurídico es exclusivamente para actuar en el campo del derecho, para sus obligaciones temporales. Por ningún motivo se puede tocar lo que es el régimen de organización interna de las iglesias.


En lo concerniente al culto no se puede ser rígido. Hay credos religiosos de acción mixta, en los que existe una propagación pública de la fe, pero, además, hay otras acciones que son sagradas o privadas, por lo que no es conveniente conceder a cualquier persona el derecho de inmiscuirse en ellas.  El Pacto de San José de Costa Rica (1991) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (1966), consagran la libertad de cultos, como también la libertad de manifestar las creencias individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.


	La tercera observación planteada es la relativa a la terminología utilizada por el proyecto.  Sobre este tema, se manifestó que se vulnera el principio de la generalidad de la ley al referirse, especialmente, a las iglesias cristianas evangélicas, olvidando que hay otros tipos de comunidades religiosas — como los adoradores de Krishna, los mormones y los testigos de Jehová —.  Gran parte de la terminología utilizada parece ajena a muchas de las creencias religiosas que no son la tradicional, que es la Iglesia Católica. Por lo tanto, hay que precisar la nomenclatura en esta ley, para que no sólo sea dirigida a los evangélicos.


	Se reiteró el desacuerdo con la terminología utilizada, señalándose que en el inciso primero del artículo 1º se hace especial mención de “las iglesias cristianas evangélicas”, no obstante que estos preceptos legales podrían aplicarse a otras entidades religiosas que deseen acogerse a ellos, como, por ejemplo, los rabinatos judíos, la confesión islámica y otras entidades similares.


	La cuarta materia observada es la relativa a la posible existencia de una “ley  marco” sobre la materia.


Se manifestó que, a la luz de cuanto ya se ha realizado en diversos Estados occidentales (Italia, España, Colombia) y de los estudios legislativos actualmente en curso en otros (Argentina), parece útil interrogarse sobre la conveniencia de un cuerpo legal previo, de carácter general, a la manera de una “ley marco”, donde, con claridad conceptual y técnica legislativa, queden especificados los contenidos del artículo 19, Nº 6), de nuestra Carta Fundamental, que garantiza la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público.


	Como ejemplo, se mencionó:


En el plano individual:


	— La libertad de adherir o no adherir a una fe determinada y a la comunidad confesional correspondiente;


	— La libertad de los padres para educar a sus hijos en las convicciones religiosas que inspiran su propia vida;


	 — La libertad de no sufrir, por motivos de fe religiosa, limitaciones y discriminaciones en relación con otros ciudadanos en las diversas manifestaciones de la vida (por lo que concierne a una carrera, trátese de estudios, de trabajo, de profesión; participación en las responsabilidades cívicas y sociales, etcétera).


En el plano social o comunitario:


— Las confesiones religiosas, que reúnen a los creyentes de una determinada fe, existen y actúan como cuerpos sociales y se organizan según principios doctrinales y fines institucionales que les son propios;


	— La incorporación y pertenencia de sus miembros, contenido doctrinal, organización de su propia jerarquía, autorregulación y fiscalización de funciones ministeriales, etcétera, debe quedar claramente reconocido como ámbito de la legítima autonomía de las respectivas entidades religiosas.


	— El Estado no debe asumir ningún papel fiscalizador de las actividades de los ministros religiosos o de grupos confesionales, salvo en lo concerniente a salvaguardar el justo orden público, que incluye elementos  varios, entre los que se mencionan la moral y las buenas costumbres,  y esto, de acuerdo a las leyes comunes del Estado.


	Se debe ser cauto en no sentar precedentes de una intervención estatal más allá de los límites que el derecho moderno reconoce como legítimos en materias confesionales. De no ser así, en un contexto distinto del sistema democrático que nos rige actualmente, podrían invocarse antecedentes que dieren lugar a lamentables arbitrariedades con refrendo legal.


	La quinta observación se formuló respecto de la no consideración de actuaciones contra la dignidad de las religiones y sobre el no establecimiento de sanciones por declaraciones ofensivas en contra de ellas.


	La sexta observación tuvo por finalidad destacar eventuales vicios de inconstitucionalidad del proyecto. A juicio de algunos invitados, el texto aprobado viola la separación estricta que tiene que haber entre la Iglesia y el Estado y, además, el artículo 1º de la Constitución, en lo referente a la autonomía de los cuerpos intermedios. Una iglesia se considera un cuerpo intermedio, pero que difiere de cualquier otro que pueda existir en la sociedad. Algunas disposiciones violan, además,  las normas internacionales, como también el artículo 19, Nº 15), de la Constitución, sobre libertad de asociación.  


	La séptima observación, sobre aspectos puntuales del articulado, tuvo por finalidad destacar algunas falencias, como el hecho de no especificar que las organizaciones no pueden tener fines de lucro, lo que constituye un peligro; la no condena de los fundamentalismos, que es un problema experimentado por la sociedad occidental, y  la no consideración de fórmulas para que las asociaciones religiosas puedan recibir donaciones.


	La octava observación estuvo referida a la exigencia de un mínimo de doscientas personas para formar una iglesia, número que fue considerado excesivo.


III. Consideraciones generales.


Para los efectos de adoptar una resolución sobre la materia en informe, vuestra Comisión tuvo presente, además de los antecedentes, observaciones y comentarios precedentes, las siguientes consideraciones generales.


El derecho constitucional moderno no solamente no ignora el factor religioso, sino que lo reconoce como uno de los elementos más estructurantes de una ordenada convivencia y del bien común de la nación. Se lo consagra como un derecho de la autonomía de la persona humana, en su dimensión individual o comunitaria, que ha de ser preservado de toda injerencia indebida: en materias religiosas nadie debe ser obligado a actuar contra su propia conciencia ni impedido de obedecer sus dictámenes, teniendo como límite jurídico la preservación del justo orden público.


	Así, se verifica en nuestra Carta Fundamental que el artículo 19, Nº 6), asegura a todas las personas “la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público”.


	La Carta de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas (10 de diciembre de 1948) ha explicitado este derecho en el artículo 18, e igualmente, ulteriores documentos y pactos internacionales lo incluyen entre los derechos civiles y políticos de la persona humana.


	Los treinta y cinco Estados signatarios de la Convención Europea sobre Cooperación y Seguridad incluyeron el derecho a la libertad religiosa entre los diez principios que abren la Carta final suscrita en Helsinki (1 de agosto de 1975), base sobre la cual los pueblos de Europa, después de tantas guerras y divisiones, desean ahora consolidar la paz de modo estable para las futuras generaciones.


	La Declaración de la V Asamblea del Consejo Mundial de Iglesias, celebrada en Nairobi, en 1975, expresó que  “El derecho a la libertad religiosa está consagrado en la mayoría de las constituciones como un derecho humano básico.  La libertad de religión significa la libertad de tener o adoptar una religión o creencia de gusto propio, así como la libertad de manifestar esa religión o creencia a través del culto, de la observancia, de la práctica y de la enseñanza, ya sea individualmente o en comunidad con otros, tanto en público como en particular. La libertad religiosa debe incluir el derecho y el deber que los grupos religiosos tienen de criticar los poderes gobernantes cuando sea necesario, de acuerdo con sus convicciones religiosas.”


	La Iglesia Católica, en el Segundo Concilio Ecuménico del Vaticano, promulgó la Declaración “Dignitatis Humanae” (7 de diciembre de 1965), acerca de la libertad religiosa:  ella está abierta a todos los gobiernos y hombres de buena voluntad, como fuente de inspiración, que creemos válida para un adecuado tratamiento general del problema considerado en sí mismo, y no solamente con respecto a la Iglesia Católica.


	El problema ha llegado a formar parte de la cultura de nuestro tiempo, puesto que nuestros contemporáneos han aprendido mucho del pasado reciente y han comprendido que creer en Dios, practicando la religión y uniéndose a los demás en la expresión de su propia fe, es una libertad que tiene su origen, no en una concesión otorgada por el Estado, sino en la dignidad misma de la persona humana.





IV. Ley marco sobre libertad religiosa y de culto. Acuerdos adoptados.


	A la luz de las observaciones y comentarios efectuados por las diversas entidades religiosas participantes y teniendo en consideración, además, la experiencia extranjera — básicamente la legislación española y la colombiana —, los principios constitucionales consagrados en nuestra Carta Fundamental como los de derecho internacional contenidos en los tratados ratificados por Chile y vigentes, vuestra Comisión estimó conveniente reemplazar el proyecto por una “ley marco” sobre la libertad religiosa y de culto, que se recogió en una indicación sustitutiva firmada por los señores Elgueta, Cornejo, Elizalde, León, Salas, Martínez Ocamica, Luksic y Aguiló. 


	Esa ley marco, después de estudiada y corregida, fue remitida a las diversas confesiones religiosas escuchadas por la Comisión para los efectos de que hicieran presentes sus comentarios y observaciones. Recibidos éstos, se reabrió debate sobre el proyecto y se volvió a discutirlo y votarlo, aprobándose en definitiva  el texto que figura en la conclusión de este informe.


	El texto elaborado y aprobado por esta Comisión fue remitido a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con todos sus antecedentes, con la finalidad de evitar dilatar innecesariamente la tramitación de esta iniciativa, sometiendo a la Sala de la Cámara dos proyectos e informes diversos.


	La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, reabrió el debate y sometió a la consideración de sus miembros el texto aprobado por esta Comisión, el que, para los efectos reglamentarios, se tuvo como indicación sustitutiva, la que fue suscrita por los señores Elgueta, Villegas, Aylwin, don Andrés; Ojeda, Gutiérrez, García-Huidobro y Naranjo. 


	Ese texto fue sometido a debate y aprobado, por unanimidad y en los mismos términos, por esa Comisión, por lo que no existen,  entre ella y esta Comisión, divergencias que deban ser resueltas por la Sala.


	La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia,  en sesión de �
fecha 29 de octubre, a instancias de uno de sus miembros, cambió el acuerdo anterior y decidió emitir un informe, al objeto de realizar una relación de lo acontecido en la tramitación de este proyecto de ley.


	En este informe, por razones obvias, no se analiza el texto del proyecto ni se consignan las menciones reglamentarias que establece el artículo 287 del Reglamento, por estar ambas materias ya desarrolladas en el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, que, como ya se ha dicho, no ha hecho otra cosa, a instancias de esta Comisión,  de hacer suyo, y en los mismos términos, el texto que figura al final de este informe.


V. Texto del proyecto aprobado.


	El texto del proyecto aprobado por esta Comisión y que, en su oportunidad, se remitiera a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es del tenor  siguiente:


“Proyecto de ley


Capítulo I 


Normas Generales


	Artículo 1º. El Estado garantiza la libertad religiosa y de culto, reconocida en el artículo 19, No. 6º, de la Constitución Política de la República, en los términos previstos en esta ley.


	Artículo 2°. Ninguna persona podrá ser discriminada en virtud de sus creencias religiosas, ni tampoco podrán éstas invocarse como motivo para anular, restringir o afectar la igualdad consagrada en la Constitución y la ley.


	Artículo 3°. El Estado velará para que las personas desarrollen libremente sus creencias y promoverá la participación de las iglesias, confesiones e instituciones religiosas en la consecución del bien común.


	Artículo 4°. Para los efectos de esta ley, se entiende por iglesias, confesiones o instituciones religiosas a las entidades formadas por personas naturales que profesen una determinada fe, la practiquen, enseñen y difundan.


	Artículo 5°. Cada  vez que esta ley emplea el término “entidad religiosa”, se entendrá que se refiere a las iglesias, confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto, sus federaciones o confederaciones.


Capítulo II


Libertad religiosa y de culto


	Artículo 6°. La libertad religiosa y de culto, con la correspondiente autonomía e inmunidad de coacción, significan, para toda persona, las facultades de:


	a) Profesar la creencia religiosa que libremente elija o no profesar ninguna; manifestarla libremente o abstenerse de hacerlo; o cambiar o abandonar la que observaba.


	b) Practicar en público o en privado, individual o colectivamente, actos de oración o de culto; conmemorar sus festividades; celebrar sus ritos matrimoniales; recibir a su muerte una sepultura digna en los cementerios públicos, sin discriminación por razones religiosas; no ser obligada a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales y no ser perturbada en el ejercicio de estos derechos;


	c) Recibir asistencia religiosa de su propia confesión en donde quiera que se encuentre;


	d) Recibir e impartir enseñanza o información religiosa por cualquier medio;  elegir para sí -- y los padres para los menores no emancipados y los guardadores para los  incapaces bajo su tuición y cuidado --, la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones, y


	e) Reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar comunitariamente sus actividades religiosas, de conformidad con el ordenamiento jurídico general y con esta  ley.


	Artículo 7º. En virtud de la libertad religiosa y de culto, se reconoce a las entidades religiosas, entre otras, las siguientes facultades:


	a) Ejercer libremente su propio ministerio, practicar el culto, celebrar reuniones en relación con la religión y fundar y mantener lugares para esos fines.


	b) Establecer su propia organización interna y jerarquía; capacitar, nombrar, elegir y designar en cargos y jerarquías a las personas que correspondan y determinar sus denominaciones;


	c) Enunciar, comunicar y difundir, de palabra, por escrito o por cualquier medio comunicacional, su propio credo y manifestar su doctrina respecto de la perfección de la actividad humana y de la sociedad.


	d) Fundar, mantener y dirigir, en forma autónoma y sin fines de lucro, institutos de formación y de estudios teológicos o doctrinales, instituciones educacionales, de beneficencia o humanitarias, conforme con sus estatutos.


	e) Crear, participar, patrocinar y fomentar, para la realización de sus fines, asociaciones, corporaciones y fundaciones con arreglo a las disposiciones del ordenamiento jurídico común, siempre que no tengan fines de lucro, y


	f) Solicitar y recibir todo tipo de contribuciones voluntarias, de particulares e instituciones.


	Artículo 8º. El ejercicio de los derechos que emanan de la libertad religiosa y de culto tiene como  límites la moral, las buenas costumbres y el orden público, conforme con  lo preceptuado en el párrafo  primero  del No. 6° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. 


	Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta ley las entidades y las actividades relacionadas con el estudio y experimentación de fenómenos psíquicos o parasicológicos, prácticas mágicas, susperticiosas, espiritistas u otras de naturaleza ajena o diferentes al conocimiento y culto religiosos. 


 	Queda prohibida la existencia de entidades o el desarrollo de actividades destinadas al satanismo.








Capítulo III


Personalidad jurídica y estatutos


	Artículo 9º. Las entidades religiosas que se organicen conforme a esta ley tendrán existencia legal una vez cumplidos los siguientes requisitos:


	a) Inscripción en el registro público que debe llevar el Ministerio de Justicia de la escritura pública en que consten sus estatutos y el acta de su respectiva constitución;


	b) Transcurso del plazo de noventa días desde la fecha de inscripción o registro, sin que el Ministerio de Justicia hubiere formulado objeción; o si, habiéndose deducido objeción, ésta hubiere sido subsanada por la entidad religiosa o desestimada por la justicia, y


	c) Publicación en el Diario Oficial de un extracto del acta de constitución, que incluya el número de registro o inscripción asignado.


	Desde que quede a firme la inscripción en el registro público, la respectiva entidad religiosa gozará de personalidad jurídica de derecho público por el solo ministerio de la ley.


	Artículo 10. El Ministerio de Justicia no podrá denegar el registro. 


	Sin embargo, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de ese acto, mediante resolución fundada, podrá objetar la constitución si faltare algún requisito o si los estatutos o los fines y objetivos perseguidos se apartaren de las disposiciones de esta ley.


	La entidad religiosa afectada, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la notificación de las objeciones, deberá subsanar los defectos de constitución o adecuar sus estatutos, fines u objetivos a las observaciones formuladas. Si así no lo hiciere, quedará sin efecto la inscripción en el registro.


	De la resolución que objete la constitución podrán reclamar los interesados, en juicio breve y sumario,  ante el juez de letras en lo civil de la ciudad capital de región en la que la entidad religiosa tuviere su domicilio, dentro del plazo de quince días contado desde su  notificación. 


	Artículo 11. Los estatutos deberán contener, a lo menos, la expresión de los fines de la entidad religiosa, su denominación y demás datos de identificación; su régimen de organización y funcionamiento; sus órganos representativos, de administración y control; la forma y quórum de sus decisiones; su sistema de financiamiento; lo relativo a su disolución y destino de sus bienes, y el procedimiento para reformar sus estatutos.


	El acta  deberá contener, como mínimo, el nombre de la entidad religiosa, el o los domicilios de ella y la certificación de haberse aprobado los estatutos.


	Las personas que suscriban el acta de constitución de la entidad religiosa y sus directores no deberán estar procesados ni condenados por crimen o simple delito.


	Artículo 12.  Los ministros de culto de una iglesia, confesión o institución religiosa acreditarán su calidad de tales mediante certificación expedida por la entidad  religiosa respectiva, y les serán aplicables las normas de los artículos 360, No.1; 361, Nos. 1 y 3, y 362 del Código de Procedimiento Civil, así como lo establecido en el artículo 202, No. 2, del Código de Procedimiento Penal.  


Capítulo IV


Patrimonio y exenciones


	Artículo 13. La adquisición, enajenación y administración de los bienes necesarios para las actividades de las entidades religiosas estarán sometidas a la legislación común.


	Deberán llevar libros de contabilidad, teniendo acceso a ellos cualquier miembro de la corporación.


	Artículo 14. Las entidades religiosas podrán solicitar y recibir toda clase de donaciones y contribuciones voluntarias, de particulares e instituciones; organizar colectas entre sus fieles para el culto, la sustentación de sus ministros u otros fines propios de su misión.





	Artículo 15. Las donaciones y asignaciones que reciban las entidades religiosas a que se refiere esta ley, que tengan por objeto la construcción o reparación de templos destinados al servicio del culto o para el mantenimiento del mismo culto, quedarán exentas del impuesto establecido en la ley No. 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones  y Donaciones. 


	Las donaciones inferiores a veinticinco unidades tributarias mensuales estarán exentas del trámite de insinuación.


	Artículo 16. Las entidades religiosas regidas por esta ley gozarán de los mismos derechos, exenciones y beneficios tributarios que las leyes y reglamentos vigentes otorguen y reconozcan a otras iglesias, confesiones e instituciones religiosas existentes en el país.


	Los templos y sus dependencias, destinados exclusivamente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones.


Capítulo V


Disolución


	Artículo 17. La disolución de una entidad podrá llevarse a cabo de conformidad con sus estatutos, o en cumplimiento de una sentencia judicial firme, recaída en juicio incoado a requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, el que podrá accionar de oficio o a petición de parte, en los casos que así corresponda, en conformidad con la Constitución y la ley.  


	Disuelta la entidad religiosa, se procederá a eliminarla del registro a que se refiere el artículo 9°.


Artículos transitorios


	Artículo 1º.  El Estado reconoce la personalidad jurídica  y la plena capacidad de obrar de las entidades religiosas que gocen de ella a la fecha de entrada en vigencia de esta  ley. 


	Artículo 2º. Las entidades religiosas que a la época de su inscripción en el registro público, hubieren declarado ser propietarias de inmuebles u otros bienes sujetos a registro público, cuyo dominio aparezca a nombre de personas naturales o jurídicas distintas de ellas podrán, en el plazo de un año, regularizar su situación otorgando los documentos o usando los procedimientos legales de la legislación común, hasta obtener la inscripción correspondiente a nombre de las referidas entidades.


--------


	Se designó Diputado Informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.


	Sala de la Comisión, a 29 de octubre de 1996.











	Acordado en sesiones de fechas 15 y 22 de noviembre de 1995, 10 y 17 de enero, 17 y 31 de julio y 29 de octubre de 1996, bajo las presidencias sucesivas de los señores Chadwick y Luksic, con asistencia, además, de los señores Bombal, Cardemil, Coloma, Chadwick, Elgueta, Errázuriz, Espina, Ferrada, Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Urrutia, Viera-Gallo y señora Wörner.











Adrián Álvarez Álvarez


Secretario de la Comisión
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